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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 472/2024/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS  DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ Y OTRA AUTORIDAD
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, seis de febrero de dos mil veinticinco.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 472/2024/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veinticuatro de mayo de dos mil veinticuatro, **********, compareció a demandar la resolución de vista de inspección y verificación IN/239/2023, de cuatro de abril de dos mil veinticuatro.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintisiete de febrero de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar para los efectos ahí precisados.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 10:00 diez horas del diecisiete de octubre de dos mil veinticuatro, se celebró la audiencia de ley en este juicio, se inició la diligencia sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito inicial de demanda, al de ampliación de la demanda como a los oficios de contestación de la demanda y de contestación a la ampliación de demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Acto seguido, en período de pruebas, la Magistrada tuvo por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma. En atención a lo anterior, al no haber pruebas pendientes por desahogar, se cerró ese período y declaró abierto el periodo de alegatos respecto de lo cual el Secretario de Acuerdos certificó que las partes no formularon alegatos, por lo que con lo anterior se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales de un organismo descentralizado del ámbito municipal, respecto del cual se ejerce jurisdicción y con motivo de la aplicación de un cobro de naturaleza fiscal.

SEGUNDO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	04 de abril de 2024
	11 de abril de 2024
	12 de abril al 27 de mayo de 2024

	24 de mayo de 2024


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

TERCERO.- Legitimación. Por estar estrechamente vinculada la cuestión relativa a la legitimación para la presentación de la demanda con las cuestiones relativas a la improcedencia del juicio, esta Sala se avoca de oficio al análisis de la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En principio, es pertinente señalar que la enjuiciada señala que en el caso se actualiza la improcedencia y sobreseimiento de este juicio conforme a los artículos 228 y 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo en el Estado, ya que la parte actora carece de personalidad y legitimación pues no justifica con documento legal alguno, el carácter, derecho y la acción con la que se formula la demanda, pues los aportados son insuficientes para acreditar la calidad con la que comparece.

Luego entonces, para resolver dicha cuestión es pertinente traer a cuenta el contenido del precepto 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual establece que el Juicio Contencioso Administrativo es improcedente en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la Parte Actora.

A continuación se transcribe el precepto legal en cita:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; 

(…)”

Del transcrito obtenemos que resulta improcedente el juicio contencioso administrativo que se promueve en contra de actos que no causan afectación a los intereses jurídicos o legítimos del actor, debiéndose entender por interés jurídico, que quien comparezca debe ser titular de un derecho subjetivo, y, respecto del interés legítimo, el compareciente deberá invocar un situación de hecho protegida por el orden jurídico, tanto como sujeto determinado como por ser integrante de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

Bajo esa óptica, es válido señalar que uno de los requisitos procesales para tener acceso al sistema de impartición de justicia es el interés jurídico, el cual se concibe como la capacidad procesal que tiene una persona para comparecer a un procedimiento administrativo o jurisdiccional; por tanto, es interés jurídico aquel derecho subjetivo derivado de la norma jurídica, que permite a su titular acudir ante a la autoridad competente para reclamar el cumplimiento de un derecho o de una obligación a cargo de una persona o del Estado. 

En ese sentido, los Tribunal Federales han emitido diferentes criterios, de los cuales podemos obtener una definición técnico-jurídica:

“INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. ELEMENTOS QUE LO COMPONEN. El interés jurídico plasmado en el numeral 73, fracción V, de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, es considerado como uno de los presupuestos procesales para la procedencia del juicio de garantías, y debe ser entendido bajo dos elementos: el acreditamiento y la afectación. Tales aspectos necesariamente deben conjugarse para cumplir con el presupuesto de procedencia de la causa constitucional por excelencia referida. Esto es, de faltar alguno, se está indefectiblemente en el supuesto de improcedencia descrito. Lo anterior porque es factible ostentarse titular de determinado derecho, pero éste no verse afectado por los órganos del Estado o, en su caso, estar disfrutando de ese derecho sí afectado por la autoridad y no tener el respaldo legítimo y legal sobre él, ya que en este último tópico se estaría en el caso de un interés simple. Por ello, es requisito sine qua non (sin el cual no), se reúnan ambos supuestos (ver diagrama).”

“INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. ELEMENTOS CONSTITUTIVOS. El artículo 4o. de la Ley de Amparo contempla, para la procedencia del juicio de garantías, que el acto reclamado cause un perjuicio a la persona física o moral que se estime afectada, lo que ocurre cuando ese acto lesiona sus intereses jurídicos, en su persona o en su patrimonio, y que de manera concomitante es lo que provoca la génesis de la acción constitucional. Así, como la tutela del derecho sólo comprende a bienes jurídicos reales y objetivos, las afectaciones deben igualmente ser susceptibles de apreciarse en forma objetiva para que puedan constituir un perjuicio, teniendo en cuenta que el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones; de modo que la naturaleza intrínseca de ese acto o ley reclamados es la que determina el perjuicio o afectación en la esfera normativa del particular, sin que pueda hablarse entonces de agravio cuando los daños o perjuicios que una persona puede sufrir, no afecten real y efectivamente sus bienes jurídicamente amparados.”

De acuerdo a los criterios transcritos, para que se encuentre en presencia de un interés jurídico, es indispensable que por una parte, dicho derecho se encuentre tutelado por la norma, y, por otra parte que éste se encuentre afectado por la autoridad. 

Al hablarse de interés jurídico, nos estamos refiriendo tanto a un derecho real como objetivo derivado de la norma; así mismo, la afectación de dicho derecho debe ser real y objetiva; en consecuencia el acceso al sistema de impartición de justicia se restringe ostensiblemente, ya que se deberá demostrar plenamente por parte del accionante que el derecho que alega ser afectado, existe en la norma, y, por otra parte, que la afectación a dicho derecho proviene de un acto de autoridad y que sus efectos son reales y objetivos.

Lo anterior se corrobora con el contenido del criterio que enseguida se reproduce:

“INTERÉS JURÍDICO, DEFINICIÓN DE. El interés jurídico del promovente, ya fuere en el incidente de suspensión o en el juicio de garantías, debe sustentarse en un derecho objetivo reconocido por la ley, es decir, tal interés a que se refiere la Ley de Amparo ha de demostrarse en ciertos casos con el documento o medio de convicción idóneo con fuerza y valor probatorio pleno por el que una persona demuestra la titularidad de un derecho tutelado por la ley, mediante el cual pone en movimiento a la autoridad jurisdiccional federal para que ésta resuelva lo conducente en relación con la afectación alegada de ese derecho, lo cual para el juzgador en materia de amparo debe ser eficientemente probado; empero, tratándose de una controversia judicial del orden común, la autoridad judicial, de acuerdo con las normas aplicables al caso, decidirá si a alguna de las partes le asiste o no un derecho subjetivamente tutelado por la ley de la materia aplicable.”

Además, es importante precisar que según lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.

Al efecto, el dispositivo citado en el párrafo precedente establece:

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.” 

Como puede verse del trasunto, solo pueden demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión y para el caso de que se pretenda obtener sentencia que permita la realización de actividades reguladas, deberá acreditarse el interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

Adicional a lo anterior, debemos considerar que en materia administrativa, en particular en el procedimiento contencioso administrativo, previsto en el Título Tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no se admite la gestión oficiosa de negocios, y quien promueve un procedimiento administrativo a nombre de otro, debe acreditar su personalidad, según dispone el artículo 176 párrafos segundo y tercero del citado Código; además, en términos del artículo 177 penúltimo y último párrafos del Código en cita, el escrito de solicitud debe estar firmado por el interesado o su representante legal, caso en que se deberán acompañar las documentales que justifiquen la personalidad. 

Enseguida se transcriben los preceptos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí citados:

“ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada. 

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.”

“ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisarán:

I. El nombre, denominación o razón social de quien o quienes promuevan, en su caso de su representante legal;

II. Domicilio para recibir notificaciones, así como nombre de la persona o personas autorizadas para recibirlas;

III. La petición que se formula, los hechos o razones que dan motivo a la petición;

IV. El órgano administrativo a que se dirigen, y

V. Lugar y fecha de su emisión.

El escrito deberá estar firmado por el interesado o su representante legal, requisito sin el cual se tendrá por no presentado. Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, firmará otra persona en su nombre y el interesado estampará su huella digital, haciéndose notar esta situación en el propio escrito.

El promovente deberá adjuntar a su escrito los documentos que acrediten su personalidad, así como los que en cada caso sean requeridos en los ordenamientos respectivos.”

(Énfasis añadido) 

Aunado a lo anterior, debemos considerar que, priva como regla general para la Parte Actora la obligación de probar la existencia del acto impugnado, según disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo acorde a lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo.

En efecto, la regla general de carga de la prueba, se encuentra contenida en el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, que establece que “El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”, mientras que el que niega debe probar, cuando la negación envuelva la afirmación de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, pues ella parte de un hecho probado (artículo 377 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí), cuando se desconozca la capacidad porque constituye una afirmación de que alguna persona es incapaz, o cuando la negativa fuere un elemento constitutivo de la acción.

“ARTÍCULO 273.- El Actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar:

I.-Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.-Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante;

III.-Cuando se desconozca la capacidad;

IV.-Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

Establecido lo anterior, la suscrita Magistrada de la Primera Sala Unitaria, determina que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la Parte Actora, esto en relación a los actos que en su demanda señaló como impugnados, según se explica a continuación.

En el presente asunto, se advierte que la parte actora acude a demandar en juicio de nulidad la resolución de la vista de inspección y verificación IN/239/2023, de cuatro de abril de dos mil veinticuatro.
De igual manera en el escrito de demanda, en el proemio de la misma se desprende que el accionante comparece con la calidad que refirió:

“(…)

**********, mexicano, mayor de edad, (…) promoviendo por mi propio derecho, en calidad de arrendatario poseedor del predio ubicado en Calle **********, en esta Ciudad de San Luis Potosí.   

…”

Resaltado propio.

Como se aprecia de lo transcrito con antelación, el actor compareció en este juicio ostentándose como arrendatario del inmueble ubicado en la Calle **********, la carga de la prueba del interés jurídico le corresponde a la Parte Actora, sin embargo, la calidad anterior no se encuentra debidamente justificada en la secuela de este procedimiento.

En este orden de ideas, atendiendo a que la resolución de vista de inspección y verificación IN/239/2023, de cuatro de abril de dos mil veinticuatro, se encuentra dirigido a una persona distinta a la aquí accionante (********** y/o propietario y/o poseedor del predio y/o representante legal), y se señala como domicilio el ubicado en la Calle **********, resulta indispensable que el promovente acredite ser la persona destinataria del acto (**********) o justificar con prueba idonea y pertinente que tiene la calidad de propietario o poseedor del inmueble materia del acto o en su caso ser el representante legal, para que así se pueda hablar de que existe una afectación real y directa a sus intereses. 

Para mayor comprensión se digitaliza a continuación el acto impugnado:
********** SE INSERTAN IMÁGENES **********
Como se dijo, la parte actora compareció en este juicio ostentándose como poseedora del inmueble ubicado en la Calle **********, como se aprecia de su escrito inicial de demanda, exhibiendo para acreditar tal calidad el contrato de arrendamiento celebrado por la aquí actora en su calidad de arrendatario y el señor **********, representado por **********, en su carácter de arrendador, esto el día 1 de diciembre de 2023, documento privado que obra agregado a foja 19 a la 25 de autos, el cual se digitaliza a continuación:
********** SE INSERTAN IMÁGENES **********
En este contexto, del documento privado que antecede se advierte que el arrendamiento fue celebrado entre el aquí actor en su calidad de arrendatario y el señor **********, representado por **********, en su carácter de arrendador, transmitiéndose mediante dicho acto jurídico el uso y goce temporal del inmueble que se describe en el acto impugnado, sin embargo, este contrato no se trata de un acto de fecha cierta, susceptible de alcanzar valor probatorio pleno que permita justificar la posesión del demandante.

En efecto, la parte actora debe acreditar en el presente juicio el carácter de poseedor del inmueble que se precisa en el acto impugnado, toda vez que el cobro combatido no se encuentra dirigido a su persona, y si bien pretende sustentar su calidad de poseedor en el documento privado consistente en el contrato de arrendamiento en mención, el cual sobra decir además que no se encuentra ratificado, el mismo resulta insuficiente para acreditar el interés jurídico del accionante, toda vez que se trata de un documento privado de fecha incierta, ya que no consta que haya sido presentado ante un funcionario en ejercicio de sus funciones, es decir, no se encuentra ratificado ante notario, por lo que en ese sentido solo surte efectos entre los contratantes, no contra terceros.

En tal virtud, del documento relativo al contrato de arrendamiento, no se desprende de manera fehaciente que dicho contrato de carácter privado haya sido presentado ante un funcionario que esté dotado de fe pública, máxime que los notarios públicos están dotados por la ley de fe pública, por lo cual los actos celebrados o ratificados ante ellos resultan ciertos, en cuanto a su fecha, a partir de su celebración o ratificación, según sea el caso; de ahí que dicho documento no tiene valor probatorio alguno, máxime que no está corroborado con otro medio de convicción concluyente.

En tal sentido, no demuestra la demandante, que el contrato multicitado se haya signado en la fecha que se indica, es decir el primero de diciembre de dos mil veintitrés, pues de conformidad con lo previsto en el artículo 1866 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, la cesión  de  créditos  civiles  puede  hacerse  en escrito  privado  que  firmarán  cedente,  cesionario  y  dos  testigos,  ratificado  ante  notario.  Sólo  cuando la  Ley  exija  que  el  título  de  crédito  cedido  conste  en  escritura  pública,  la  cesión  deberá  hacerse  en esta  clase  de  documentos, y el numeral 1867 del mismo ordenamiento, establece que la cesión no  produce  efectos  contra tercero,  sino desde que  su  fecha  deba  tenerse por cierta,  conforme a  la  regla contemplada de manera específica en la fracción III, que señala: Si se trata de documento  privado,  desde  la  fecha  de  su ratificación  ante notario público.

En tal virtud, el documento privado de referencia, al no contener los requisitos legales para su eficacia probatoria y surtir efectos contra terceros (presentado o ratificado ante fedatario público), por lo que dicho documento de arrendamiento carece de fecha cierta, de tal forma que la demandante no acredita plenamente la calidad con que se ostenta, de arrendatario y poseedor del inmueble de referencia.

Luego, si el promovente en este juicio se ostenta como arrendatario y consecuentemente poseedor derivado del inmueble, es ese el carácter el que debe acreditar fehacientemente, así como la posesión que deriva del contrato de arrendamiento, por ser ésta de la cual hace derivar su afectación jurídica.

Sirve de sustento a lo anterior, la siguiente tesis jurisprudencial civil, que por analogía tiene aplicación directa, considerando que el contrato de arrendamiento de bienes inmuebles, como es el caso que nos ocupa, es de naturaleza civil, así, debe considerarse que el Código Civil invocado constituye el ordenamiento jurídico que regula dicho instrumento conforme a su título sexto, además de que la tesis en comento establece criterio en cuanto a los requisitos legales que debe contener el documento privado para su eficacia probatoria y surtir efectos contra terceros, y la forma de acreditar la fecha de su suscripción. 

A este respecto, la Primera Sala del máximo tribunal de nuestro país establece:

ARRENDAMIENTO. CUANDO EL QUEJOSO RECLAMA EL DESPOSEIMIENTO DE UN INMUEBLE QUE DICE POSEER EN CALIDAD DE ARRENDATARIO, OSTENTÁNDOSE COMO TERCERO EXTRAÑO AL JUICIO NATURAL, SI EL CONTRATO EXHIBIDO CARECE DE FECHA CIERTA, ES INSUFICIENTE POR SÍ MISMO PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los documentos privados en los que se hacen constar actos traslativos de dominio, para tener eficacia probatoria y surtir efectos contra terceros requieren ser de fecha cierta, cuya razón toral radica en garantizar la legalidad y certeza jurídica que debe imperar en ese tipo de operaciones, evitando que el juicio de amparo se utilice con fines desleales. Ahora bien, la circunstancia de que la legislación secundaria, en lo general, no exija que los contratos de arrendamiento se celebren o ratifiquen ante fedatario público o bien, se inscriban ante un Registro Público, no implica que tales documentos, per se, adquieran autenticidad y eficacia probatoria frente a terceros, pues ello significaría conferirles valor probatorio pleno, aun cuando dada su naturaleza de documentos privados, en los que únicamente intervienen las partes que los suscriben, es posible que contengan una fecha anterior o posterior a la verdadera, en perjuicio de terceros. Así, la exigencia mencionada debe prevalecer tratándose de documentos que consignan contratos traslativos de uso, como el arrendamiento, independientemente de que lo requiera o no la ley, pues de otro modo únicamente surtirán efectos entre los contratantes. En congruencia con lo anterior, el contrato de arrendamiento que carece de fecha cierta es insuficiente por sí mismo para acreditar el interés jurídico en el amparo, cuando el quejoso reclama el desposeimiento de un inmueble que dice poseer en calidad de arrendatario ostentándose como tercero extraño al juicio natural, pues resulta imposible determinar con certeza si dicho contrato es anterior o posterior al reclamo. Sin que lo anterior impida que el interés jurídico se acredite con otras pruebas, a juicio del Juez de Distrito.”

Lo resaltado es nuestro.

Aunado a lo anterior, conviene precisar que el documento relativo al contrato de arrendamiento por sí, resulta insuficiente para acreditar la posesión del inmueble descrito en el recibo impugnado, pues se hace necesaria la adminiculación de dicha prueba con otros elementos de convicción, de tal manera que si no lo hace, el documento por sí solo no hace prueba; y tampoco acreditó estar en posesión del citado inmueble, a través de la prueba testimonial, que es la idónea para demostrar tal extremo.

Tal criterio se sostiene en la Tesis Jurisprudencial de los Tribunales Colegiados de Circuito, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, Mayo de 2001, página 1036, Materias(s): Civil, Tesis: VI.3o.C. J/39, número de Registro digital: 189635.

“POSESIÓN, ES INSUFICIENTE EL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO PARA DEMOSTRARLA. El contrato de arrendamiento es insuficiente para demostrar el hecho de la posesión, en virtud de que tal documento sólo probaría el derecho del quejoso a poseer el inmueble a que alude el contrato, pero no la posesión en sí misma. Además, de la celebración de un contrato de esa naturaleza no se infiere necesariamente que quien aparece como arrendatario tenga la posesión. Por lo tanto, el quejoso debe adminicular esa prueba con otros elementos de convicción; de tal manera que si no lo hace, el documento por sí solo no hace prueba.” 

Así mismo, resulta ilustrativa al respecto, la diversa tesis de los Tribunales Colegiados de Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, Enero de 1997, Tesis: XX. J/40, página 333, número de Registro digital: 199538, del tenor literal siguiente:

“PRUEBA TESTIMONIAL. ES IDONEA PARA ACREDITAR LA CALIDAD DE LA POSESION. La prueba testimonial es idónea para acreditar no sólo el origen de la posesión sino también la calidad apta para prescribir.” 

Cabe señalar que el medio de prueba aportado por la actora, consistente en el contrato de arrendamiento, se trata de un acto privado, documento de fácil confección, que si no reúne los requisitos legales que debe contener el documento privado para su eficacia probatoria, en los términos señalados en los párrafos anteriores, carece de valor probatorio pleno para acreditar lo pretendido por su oferente, atento al numeral 72 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, si la pretendida posesión derivada del inmueble ubicado en la Calle **********, no la justifica plenamente la actora, con el documento privado que aporta, se concluye válidamente que la parte actora no justifica debidamente ser la titular del derecho subjetivo protegido por alguna norma legal, que a consecuencia del acto de autoridad de que se duele le produzca afectación alguna a sus derechos u obligaciones, siendo  menester  la  acreditación de manera fehaciente del interés jurídico y no demostrarse a base de presunciones.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis Jurisprudencial que a la letra dice:
“INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. CARGA DE LA PRUEBA. La carga procesal que establecen los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 4o. de la Ley de Amparo, consistente en que el promovente del juicio de garantías debe demostrar su interés jurídico, no puede estimarse liberada por el hecho de que la autoridad responsable reconozca, en forma genérica, la existencia del acto, en virtud de que una cosa es la existencia del acto en sí mismo y otra el perjuicio que éste pueda deparar a la persona en concreto.”

Además, sirve de apoyo por analogía la Tesis Jurisprudencial que a la letra dice:

“INTERES JURIDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ACREDITARSE EN FORMA FEHACIENTE EL. En el juicio de amparo, el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no tratar de demostrarlo a base de presunciones.”

No pasa desapercibido para esta Sala Unitaria, que adicional al contrato de arrendamiento previamente analizado, el accionante ofreció diversas documentales consistentes en copia simple del comprobante de tesorería relativo al pago del impuesto predial del  inmueble con dirección en Calle ********** así como diverso contrato de arrendamiento de primero de diciembre de dos mil quince; sin embargo, dichos aluden al domicilio ubicado en la Calle **********, no le favorecen, dado que no es idóneo que a través de dichos medios de prueba se revele que el accionante cuente con la posesión del predio materia del acto controvertido, pues en el primero de los documentos se presume que existe el documento original del que fue tomada dicha copia simple, sin que por si misma tal documental pueda acreditar los elementos que ahí se consignan, al no estar presente frente a un documento original, y respecto del segundo de los documentos, igualmente debe precisarse que el mismo no se encuentra perfeccionado para otorgársele fecha cierta, dado que como se estableció en párrafos precedentes, derivada de la confesión del accionante, vertida en su escrito de demanda, relativa a que su posesión deriva de la calidad de arrendatario, tenía el deber de justificar con documento idóneo y de fecha cierta, que cuenta con esa calidad, por lo que los dichos medios de prueba aquí enunciados no tienen el alcance de acreditar esa calidad que ostenta el accionante, de donde en igual modo resultan insuficientes para tener por probada la posesión del inmueble con el carácter que dice ostentar.    
Luego entonces, al no haberse demostrado plenamente el interés jurídico, es decir la titularidad que a la parte actora corresponde en relación a los derechos u obligaciones afectados  por  el  acto  de  autoridad que reclama,  la actora carece de interés jurídico para ejercitar la acción que por sus propios derechos pretende, por lo cual se actualiza la causal de improcedencia invocada por la enjuiciada, señalada por el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de donde es dable decretar el sobreseimiento de la presente causa, acorde a lo previsto por la fracción II del artículo 229, del ordenamiento legal mencionado.

Considerando que esta Sala Unitaria ha decretado el sobreseimiento, resulta innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y artículos 228 fracción II y 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se, resuelve;

PRIMERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Segundo de la presente resolución.

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Artículo 231, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


� Registro digital: 168895, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: VII.2o.C.33 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Septiembre de 2008, página 1299, Tipo: Aislada


� Registro digital: 170500, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 1a./J. 168/2007, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Enero de 2008, página 225, Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 180609, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: II.2o.C.94 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XX, Septiembre de 2004, página 1790, Tipo: Aislada


� Registro digital: 169963, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: 1a./J. 24/2008, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Abril de 2008, página 11, Tipo:  Jurisprudencia


� Época: Novena Época, Registro: 187777, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Febrero de 2002, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 1/2002, Página: 15


� Novena Época, Registro: 203522, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo : III, Enero de 1996. Materia(s): Común, Tesis: XX. J/14, Página:   148





